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			Prólogo

			Elizabeth Lira*

			El derrocamiento del gobierno de la Unidad Popular presidido por Salvador Allende y la instalación de una junta militar de gobierno cambió la vida de la mayoría de los chilenos, incluso de los partidarios del nuevo régimen, el 11 de septiembre de 1973. Salvador Allende se suicidó en el Palacio de La Moneda. El país fue ocupado por las fuerzas militares y se declaró estado de sitio como «tiempo de guerra» para todas las provincias, designándose jefes de plaza. Numerosos decretos leyes y bandos militares regularon las relaciones sociales e instruyeron a la población en el acatamiento de las nuevas condiciones políticas1. El Poder Judicial apoyó a la Junta de Gobierno, valorando que hubieran asumido «el mando supremo de nuestro país con el afán de producir una profunda rectificación de la vida nacional, inspirada en altos ideales de solidaridad y bienestar colectivos»2.

			El Congreso fue clausurado. Muchas de las autoridades del gobierno y los dirigentes de los partidos de la Unidad Popular fueron detenidos y confinados en la Isla Dawson, más de 100 kilómetros al sur de Punta Arenas en el estrecho de Magallanes. Los partidarios del gobierno, los miembros de los partidos políticos que formaban parte de la Unidad Popular, los dirigentes sindicales, poblacionales y sociales fueron perseguidos, así como los militantes del Movimiento de Izquierda Revolucionaria. El decreto ley 77 prohibió y convirtió en asociaciones ilícitas a los partidos, entidades, agrupaciones, facciones o movimientos «que sustenten la doctrina marxista o que por sus fines o por la conducta de sus adherentes sean sustancialmente coincidentes con los principios y objetivos de dicha doctrina y que tiendan a destruir o a desvirtuar los propósitos y postulados fundamentales que se consignan en el Acta de Constitución de esta Junta»3. Mediante el mismo decreto se canceló la personalidad jurídica de los partidos políticos y de las entidades mencionadas y fueron confiscados sus bienes, los que pasaron «al dominio del Estado y la Junta de Gobierno los destinará a los fines que estime convenientes» (Art. 1)4. La confiscación incluía las sedes partidarias y sindicales, medios de prensa, radios y otros. 

			Miles de personas fueron detenidas, torturadas, sometidas a tratos crueles, inhumanos y degradantes. Permanecieron recluidas en condiciones indignas en recintos deportivos y lugares que no eran cárceles5. Miles fueron procesadas en consejos de guerra, sentenciadas a largas condenas de prisión o fueron condenadas a muerte, condenas que se cumplieron sin que fueran revisadas por la Corte Suprema, como estaba establecido por la Constitución de 19256. La Corte Suprema declaró, en noviembre de 1973, que no tenía jurisdicción para revisar o corregir los procedimientos y sentencias de los tribunales militares de tiempo de guerra7. La mayoría de los condenados en esos consejos conmutaron la pena de cárcel por extrañamiento (DL 504) a distintos países del mundo.

			Los allanamientos de morada de los habitantes de las poblaciones de las grandes ciudades afectaron a cientos de miles de personas, quienes padecieron violencias, maltratos, amenazas y destrucción de enseres con el pretexto del control de identidad, de búsqueda de armas o de personas, o simplemente como una práctica rutinaria de control que tenía como propósito el amedrentamiento de la población civil. 

			Aparecieron cuerpos en los ríos y en las calles, en sitios eriazos y en las playas, pero muchos de ellos no pudieron ser identificados. Los muertos parecían multiplicarse por quienes los veían. En distintas ciudades, pueblos y localidades a lo largo de todo el país se detuvo a personas que no volvieron a aparecer. Las autoridades negaron su detención y toda responsabilidad en relación con su destino y paradero. Poco a poco se fue configurando la condición de desaparición forzada y hasta el presente no se conoce el paradero ni el destino final de la mayoría de ellas8. 

			Las universidades fueron intervenidas nombrándose rectores delegados. Estudiantes, académicos y funcionarios fueron sometidos a control y vigilancia y muchos fueron expulsados de sus carreras y de sus trabajos9. La educación primaria y secundaria también estaban bajo sospecha. Estudiantes y profesores, dirigentes estudiantiles y gremiales, sufrieron las consecuencias de una política que se propuso transformar y segmentar la educación y depurar ideológicamente a las instituciones10. 

			Decenas de miles de trabajadores fueron despedidos de su trabajo en los servicios públicos, bancos y empresas privadas. El despido fue una amenaza permanente. Inicialmente fueron exonerados los partidarios del gobierno derrocado. Posteriormente la reorganización de la administración pública y las medidas políticas y económicas implementadas generaron miles de despedidos11. Este estado de cosas afectó a todas esas familias, afectando su capacidad adquisitiva y sus posibilidades para satisfacer sus necesidades básicas. 

			Una instrucción escrita y secreta del Ministerio del Interior dejó constancia de que los decretos 6 y 22 tenían por finalidad «limpiar a la Administración de elementos marxistas»12. La persecución sindical en el campo y en las ciudades quedó registrada en las denuncias al Comité de Libertad Sindical de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), documentando el desmantelamiento de las dirigencias sindicales a través de diversas formas de represión política, la ilegalización de las organizaciones y la confiscación de sus bienes 13. 

			La reversión del proceso de reforma agraria se inició con la persecución de los dirigentes campesinos, el asesinato, la tortura, la cárcel, el exilio y la expulsión del campo de casi todos ellos14. Las ejecuciones y desapariciones de campesinos en Lonquén, en Paine, en la Araucanía, en el Complejo Agrícola y Forestal Panguipulli en la región cordillerana de Valdivia, entre otros, ejemplifican el impacto que tuvo sobre las organizaciones campesinas y sobre las comunidades la detención y el asesinato de sus dirigentes15. El informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación hace referencia a varios operativos militares con gran desplazamiento de tropas en el ex Complejo que terminaron con el asesinato de cerca de cien dirigentes16. Las empresas y las tierras permanecieron en CORFO y posteriormente en CONAF hasta su privatización. En 1982, la mayoría de los trabajadores forestales había sido expulsada del ex Complejo junto con sus familias. La reversión fue completa17.

			Ante este escenario, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos concluyó que «luego de un cuidadoso análisis de antecedentes y, en particular, después de haber practicado una observación “in loco” [...] la Comisión ha podido recoger elementos de juicio que [...] estima son suficientes para afirmar que, vigente el régimen instituido en Chile a partir del 11 de septiembre de 1973, se ha incurrido en gravísimas violaciones de derechos humanos»18. 

			La represión política tuvo inicialmente un carácter aparentemente arbitrario, generalizando la percepción de que cualquiera estaba expuesto a una amenaza imprecisa (perder el trabajo, ser detenido, torturado, incluso perder la vida), asociada a la participación social y política y a la reivindicación de derechos. Se produjo la socialización de la tortura como una amenaza permanente y el estigma del miedo19. Los efectos del terror han sido descritos como catástrofes sociales: «[...] diáspora, desestructuración cultural, inversión de valores y normas, negación de la memoria social, son fenómenos que componen un cuadro humanamente catastrófico [...]. Las desapariciones y torturas crean una vivencia difundida de desamparo. [...] [se] genera una sensación de indefensión y, al mismo tiempo, [se] impone y difunde un discurso en que se representa a sí mismo, en tanto Estado, como único garante posible de la seguridad [...]»20. 

			Las experiencias represivas significaron la dislocación de las vidas de miles de personas. Las pérdidas de personas amadas, de proyectos personales y políticos y la pérdida de derechos produjeron en muchos de ellos verdaderos cataclismos. Las experiencias traumáticas experimentadas y el miedo irradiaron sus efectos sobre las familias, sus vecindarios y comunidades, debilitando las redes de apoyo familiares y sociales, manteniendo la inseguridad y la incertidumbre sobre el control de sus vidas. El miedo se expandió y se transformó en un estado casi permanente21. La amenaza de represión política afectó las relaciones sociales y la confianza en las personas y en las instituciones. Al producirse la estrechez y rigidización de la vida social se profundizó la polarización política22. El sometimiento y la resignación pragmática a las condiciones sociales, políticas y laborales estuvieron asociados a ese miedo que se mantuvo latente por décadas. 

			Una respuesta ante las violaciones a los derechos humanos fue la creación de un comité ecuménico en defensa de la vida de las personas –el Comité de Cooperación para la Paz (1973-1975)–. A su cierre, sus actividades continuaron en la Vicaría de la Solidaridad (1976-1992). Se crearon además otros organismos de derechos humanos que prestaron apoyo legal, social, médico y psicológico a los presos políticos y sus familias23. Los equipos de profesionales de esas instituciones enfrentaron la incidencia cotidiana de la represión política en la capital y en las regiones y registraron una historia compleja basada en los testimonios individuales de los afectados y en la documentación correspondiente que respaldó años después el trabajo de las comisiones de la verdad. 

			Chile fue condenado en la Asamblea General de Naciones Unidas por las violaciones a los derechos humanos durante 15 años24. En 1975, la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas designó un Grupo de Trabajo para investigar lo que ocurría en Chile. En julio de 1978 el Grupo pudo ingresar al país. En su informe hizo referencia a las condiciones económico-sociales que afectaban a la calidad de vida de las mayorías, recogió evidencias sobre la desaparición de personas y la práctica de torturas25. El informe tuvo escasa difusión en el país26. En 1979 el Grupo fue disuelto y en su reemplazo se nombraron relatores especiales, los que no fueron autorizados a ingresar al país durante varios años, recibiendo las denuncias en las sedes de Naciones Unidas en Nueva York y Ginebra. Finalmente, Fernando Volio, nombrado en 1985, pudo realizar visitas regulares hasta el fin de su mandato. Los informes estuvieron centrados en las violaciones a los derechos civiles y políticos.

			Félix Ermacora, uno de los miembros del Grupo de Trabajo para Chile de la ONU desde 1975, fue encargado por la Asamblea General de Naciones Unidas para que investigara los casos de detenidos desaparecidos en Chile27. El informe concluyó que la DINA había ordenado asesinar a ciertos presos y que, después de examinar exhaustivamente las evidencias documentales disponibles, no había indicios de que los detenidos desaparecidos estuviesen vivos, incluidas las mujeres embarazadas y sus bebés. El informe estableció además que «El gobierno de Chile tiene el deber de explicar y aclarar a la comunidad internacional la suerte de estas personas desaparecidas, de castigar a los responsables de las desapariciones, de indemnizar a los familiares de las víctimas y de tomar medidas para evitar que en el futuro se repitan tales actos». (1979a, pp. 96-97, párrafos 177-178). Las conclusiones del informe tuvieron un fuerte impacto sobre los familiares y la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, que valoraron su contribución, pero lo consideraron insuficiente28. Las autoridades del país no respondieron. Ya habían fijado su posición como gobierno en 1978, negando toda vinculación con los casos denunciados29.

			La situación de los detenidos desaparecidos continuó siendo una preocupación de los familiares, que no dejaron de buscarlos30. Fue un asunto permanente en los informes sobre violaciones a los derechos humanos de la Vicaría de la Solidaridad y de los organismos internacionales, y fue un tema central en el programa del primer gobierno de la transición; y formó parte del mandato de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación / Comisión Rettig (1990-1991). Diversas iniciativas han mantenido la búsqueda desde entonces con resultados muy limitados. El Servicio Médico Legal ha identificado, hasta 2018, a 159 personas31. Se estima que el número aproximado de detenidos desaparecidos alcanza a 1.193, según cifras de 199532. Si se agregan los 30 casos adicionales reconocidos por la Comisión Asesora Presidencial (Valech II, 2010-2011), podría tratarse de 1.223 casos. 

			La información sobre las violaciones a los derechos humanos en Chile determinó que en Naciones Unidas se considerara necesario identificar las condiciones políticas y económicas que hacían posible y financiaban el sistema represivo de la dictadura, así como la implementación de las políticas que reorganizaban el Estado, modificaban la arquitectura política y la economía del país, revertían la reforma agraria, suprimían derechos a los trabajadores y su relación con las violaciones a los derechos humanos.

			El profesor Antonio Cassese fue nombrado por la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas como relator especial para evaluar la ayuda financiera recibida por la dictadura de Pinochet y su relación con las violaciones de derechos humanos que se cometían en Chile33. En 1978 entregó un informe publicado por Naciones Unidas en 4 volúmenes y 260 páginas. Afirmó, entre otras cosas, que «la asistencia económica extranjera en gran medida sirve para fortalecer y apuntalar el sistema económico adoptado por las autoridades chilenas, que a su vez necesita basarse en la represión de los derechos civiles y políticos, las conclusiones confirmaron que la masa de la actual asistencia económica actual es instrumental en la consolidación y la perpetuación de la actual represión de aquellos derechos»34. La información recogida por este informe no tuvo difusión en Chile y los problemas planteados allí no fueron incorporados al programa de gobierno de la transición. 

			Este libro escrito por muchos autores y que se publica cuarenta años después de ese informe, recoge esta parte de la verdad histórica que se documentó entonces y que no ha sido integrada al proceso de reconstituir la verdad sobre las violaciones a los derechos humanos. Esta publicación recupera no solamente las contribuciones del Informe Cassese, sino que reúne los textos de diversos investigadores y académicos que reconstruyen una red de relaciones e información sobre los años siguientes, indispensable para analizar el proceso histórico político reciente y su relación con el tipo de desarrollo económico del país y con las violaciones a los derechos humanos cometidas durante la dictadura.

			El gobierno de Pinochet realizó una profunda transformación de la sociedad y de la economía, lo que se describió como «revolución silenciosa»35. La concentración de poder de la Junta Militar le permitió transformar, sin resistencias efectivas, la arquitectura institucional y política del país, la administración pública, la economía y las instituciones. Hoy en día (2018) resulta evidente que esa implementación requería suprimir las organizaciones sociales y políticas capaces de resistir esas transformaciones y someter a la mayoría del país36. La privatización de los activos estatales, la apertura a la inversión extranjera se decidió en la Junta Militar en sesiones secretas y confidenciales, conocidas actualmente como «historia legislativa» del período, accesible solo después de entrado el siglo XXI37. 

			Por otra parte, como se analiza también en este libro, durante la dictadura los gastos en defensa y policía aumentaron del 14,9 % de gastos del sector público en 1969 al 23,3% en 1982, mientras el gasto social disminuyó38. Los gastos militares incluían salarios, de centros de detención, implementación de la logística, inteligencia, contrainteligencia, compra de armas y equipo militar, bonos y pagos extraordinarios, etc. Es decir, la represión política contó con recursos financieros abundantes, provenientes del presupuesto nacional y de otras fuentes (que es necesario investigar con mayor profundidad) para asegurar la implementación del nuevo modelo político y económico. Los más de mil centros de detención y tortura identificados por la Comisión Valech así lo ilustran39. Por otra parte, la Dirección de Inteligencia Nacional DINA, responsable de las violaciones de derechos humanos hasta 1977 tanto en el país como en el extranjero, disponía de recursos casi ilimitados para sus centros clandestinos y sus operaciones internacionales. 

			Según el Informe Cassese, mencionado por varios de los autores de este libro, la dictadura recibió ayuda financiera de varios países, especialmente de Estados Unidos, en el contexto de la guerra fría. En 1976, el gobierno de Carter interrumpió la ayuda financiera y militar por la situación de violaciones a los derechos humanos en el país40. Cassese detalló la asistencia del Fondo Monetario Internacional, del Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y las distintas agencias de la ONU cuyos recursos se asignaban en función de proyectos de desarrollo. El gobierno norteamericano advirtió a los bancos que si prestaban dinero a Chile afectarían la política exterior de Estados Unidos, que consideraba los derechos humanos como un factor decisivo respecto al apoyo financiero a un régimen41. Analizando ese informe a la luz de los escritos que componen este libro, es evidente que no se han producido peticiones de cuentas sobre la colaboración y la complicidad financiera respecto a las violaciones a los derechos humanos ocurridas en Chile. Documentar esta relación abre un capítulo que se empieza a escribir en nombre de la verdad necesaria para completar la historia nacional reciente y las exigencias de rendiciones de cuentas que permitan garantizar la «no repetición» de las violaciones a los derechos humanos ni de las condiciones que las posibilitaron. Vale la pena recordar que Chile ha sido señalado como un ejemplo internacional por su éxito económico, minimizando los «excesos» en relación a las violaciones de derechos humanos, como lo señala una de las autoras del libro42. Los procesos judiciales recientes, al completar la narrativa histórica, desmienten esa versión, al identificar la sistematicidad de los patrones de violencia y tortura, los que no permiten sostener la caracterización de «excesos» con las que el propio régimen intentó justificar el accionar represivo. 

			La transición política desde la dictadura a un gobierno elegido implicó diversas negociaciones. Los acuerdos de la transición, explícitos e implícitos, implicaron la aceptación de la constitución de 1980 con algunas reformas y la continuidad del funcionamiento del Estado sin revisión de la legislación dictada durante la dictadura. La pretensión era dejar intocada «la obra» del régimen y no «tocar» a los agentes del Estado que violaron los derechos humanos, gracias al decreto ley de amnistía de 1978, el que se buscaría extender para cubrir los delitos cometidos hasta 1990, iniciativa no aprobada en el Congreso43. 

			El presidente del primer Gobierno de la Concertación de Partidos por la Democracia Patricio Aylwin se propuso lograr la reconciliación política en el país. Las condiciones planteadas por los distintos sectores políticos para dicha reconciliación eran contradictorias y casi opuestas, con fuertes connotaciones morales, apelando especialmente al perdón. Los partidarios de la dictadura exigían amnistía e impunidad. Las víctimas requerían reconocimiento y reparación, verdad y justicia. No pocos señalaban que se arriesgaba la gobernabilidad del país si se atendía a las exigencias de las víctimas. Por distintas razones, diversos actores políticos decidieron (o creyeron verse obligados a decidir) dejar «intocado» el ámbito de las relaciones económicas al momento de la transición, con el fin de garantizar la gobernabilidad, el crecimiento económico y eventualmente la reconciliación política. 

			Las iniciativas y políticas para construir verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición se fueron desarrollando en el curso de los años, pero dejaron fuera las responsabilidades civiles en caso de graves y masivas violaciones de derechos humanos. Pero, algo aún más importante, ha quedado fuera el análisis sobre las condiciones políticas y económicas que se forjaron sobre la base del despojo y la violación a los derechos humanos, como contribuyó a revelar la investigación de Antonio Cassese y como se explora en los capítulos de este libro. Estas investigaciones académicas han ampliado y profundizado algunas dimensiones de las contribuciones de ese informe al reunir información, describir procesos, identificar a los afectados y profundizar en el conocimiento de las políticas específicas que cambiaron la fisonomía del país al precio del miedo y de la precarización de las vidas de miles de familias y personas.

			La política económica implementada desplegó la posibilidad del consumo como un fuerte incentivo, pero también como un signo del cambio social que se prometía beneficiaría a las mayorías. La apertura a los mercados internacionales tuvo un fuerte impacto sobre la economía interna, cerrándose progresivamente la producción nacional en diferentes rubros, afectando el empleo de miles de personas, como se señala en los textos de este libro. Pero la expansión y la ilusión del consumo trajo consigo otros valores que incidieron no sólo sobre la economía, sino también sobre la vida de las personas y las familias. El endeudamiento hacía accesibles los bienes que operaban también como indicadores sociales de estatus y pertenencia social, y también como un espacio de gratificación en un contexto de crisis y ruptura radical de la sociedad44. Otros valores se instalaron progresivamente, reforzando la idea de que los resultados obtenidos eran únicamente producto del esfuerzo individual. El país ha cambiado de muchas maneras por el impacto de la globalización, los cambios tecnológicos, la irrupción de la memoria sobre el pasado, de la dictadura y la aparición de conflictos que instalaron abusos e injusticias en las relaciones sociales y que hoy requieren ser examinados y resueltos45. 

			Este libro da cuenta de investigaciones que completan la historia política y la «verdad» particularizada en distintos temas y ámbitos políticos y económicos que permiten poner en perspectiva y evaluar las limitaciones de las políticas implementadas en relación con la reparación de quienes fueron afectados por las políticas represivas. Los cientos de miles de personas afectadas por esas políticas no han formado parte de las víctimas reconocidas por el Estado y tal vez nunca lo serán, por la naturaleza casi intangible de esas consecuencias después de décadas. Pero los capítulos de este libro entregan información y abren reflexiones que cuestionan los alcances de la verdad que ha fundamentado el reconocimiento de los daños causados por el Estado sobre miles de víctimas de la sociedad chilena. Se trata de una verdad que ahora puede y debe incluir los efectos de las políticas económicas y sus consecuencias, y que establece la relación entre el empobrecimiento y las dificultades para producir y reproducir la vida de millones de personas durante la dictadura con la privación de sus derechos, en un sentido mucho más amplio del que se ha reconocido hasta ahora. 

			Como se menciona en la introducción de este libro, con la perspectiva de más de cuarenta años de información e investigación, cada uno de los capítulos contribuye a documentar dimensiones de la historia reciente de Chile en relación con las violaciones a los derechos humanos. Los capítulos proporcionan matices y precisiones, pero, especialmente, establecen y profundizan las relaciones entre los hechos políticos y los derechos económicos, sociales y culturales y los derechos civiles y políticos, teniendo como valor central la dignidad humana. La complementariedad entre unos y otros se ilustra una y otra vez en las reflexiones de las y los autores y en los ejemplos de otras latitudes que han implementado recientemente abordajes más integrales sobre el reconocimiento de los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos de las personas y de las comunidades.

			A la sociedad chilena, y no sólo a las víctimas, le asiste el derecho inalienable de conocer la verdad de los hechos, del contexto de los delitos, de sus perpetradores, sus cómplices, y sus consecuencias. También reconocer y considerar que hubo chilenos que apoyaban a la dictadura y que se sentían «salvados» por el salvajismo y la crueldad de las violaciones a los derechos humanos de la dictadura. Por ello, este libro constituye un hito y una contribución fundamental para ampliar la visión y la reflexión sobre los componentes de la justicia transicional, originalmente acotada a las violaciones a los derechos civiles y políticos, e influida por los temores de las autoridades de arriesgar la estabilidad democrática al revisar el pasado dictatorial y las implicancias económicas de los crímenes cometidos. Este libro ofrece información académica e insumos, genera pensamiento y preguntas para un análisis que nos debemos. 

			Santiago, abril de 2018
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Capítulo 1
La complicidad en contexto: ¡Es la economía, estúpido!


			Juan Pablo Bohoslavsky

			El golpe militar de 1973, la consolidación del gobierno dictatorial y las atrocidades que este cometió tuvieron como principal propósito crear las condiciones necesarias para la implementación de políticas económicas que beneficiarían a una minoría en el país y en el extranjero y que, consecuentemente, serían rechazadas por gran parte de la población46. La racionalidad de la dictadura fue eminentemente económica. La fuerte puja redistributiva que comenzó en los setenta en un gran número de países, exacerbada por las implicaciones de la Guerra Fría en la región, se hizo carne en Chile. 

			Este libro, a través de sus 26 capítulos, desentraña el rol que tuvieron los actores económicos durante la dictadura pinochetista y lo presenta y explica desde una dimensión sistémica e interdisciplinaria. De este modo, el libro intenta realizar un aporte a la narrativa histórica de la dictadura, puesto que la responsabilidad de los empresarios y empresas ha estado prácticamente ausente en el debate público en torno al pasado reciente de Chile. 

			Como podrá apreciar el/la lector/a, la noción de cómplices económicos sobre la cual este libro fue concebido excede en mucho a los casos de corrupción y enriquecimiento ilícito de los que dio cuenta el escándalo del Banco Riggs47. Se trata, tal como lo explicara la Comisión Internacional de Juristas en 2008, de las contribuciones que hacen posible, tornan más fácil o mejoran la eficiencia en la comisión de delitos48. Es necesario aclarar que tanto las empresas privadas como las estatales pueden efectuar contribuciones para la perpetración de graves violaciones de derechos humanos, tal como lo atestiguan el caso de la Pesquera Arauco, que Fernández y Garcés explican en su capítulo, y los pilotos de LAN Chile que cumplieron encargos de la Dirección de Inteligencia Nacional (DINA)49.

			Esto no significa que todo actor económico que haya de algún modo contribuido a la consolidación de la dictadura deba hoy afrontar una sanción penal. Existió una amplia gama de conductas cómplices, que van desde requerir a la DINA que asesine a dirigentes sindicales, prestar instalaciones y camiones para secuestrar y torturar, pasando por la asistencia financiera al gobierno sin formular demasiadas preguntas, la manipulación de información periodística para garantizar impunidad a criminales, hasta el desarrollo de argumentos científicos que justifiquen políticas de exclusión y/o represión. Los capítulos de Bohoslavsky y de Sferrazza y Jara Bustos explican cuáles son, desde las ópticas del derecho internacional, comparado y chileno, las secuelas legales de cada uno de esos aportes. 

			Aunque la rendición de cuentas es un pilar central para la consolidación de la paz, la justicia y la democracia, el debate debe exceder el estricto marco de responsabilidad legal. Así, este libro, además de ampliar la narrativa sobre la dictadura de Pinochet y ofrecer elementos para considerar la responsabilidad de los cómplices económicos, invita a reflexionar acerca de cómo, en la búsqueda de los objetivos vinculados a la verdad, memoria, compensación de daños y no repetición, pueden (deben) considerarse el rol de las empresas y empresarios y las políticas económicas impulsadas por el gobierno. Al mismo tiempo, propone vincular esta nueva narrativa sobre complicidad económica con la actual agenda de justicia social. Los problemas y condicionantes socioeconómicos que explican el golpe de Estado y las políticas de la dictadura y sus efectos, también socioeconómicos, ¿aún se reproducen en democracia?

			¿Por qué son cruciales los apoyos económicos que recibe un gobierno autoritario? 

			Los gobiernos autoritarios padecen de un déficit estructural de legitimidad, con lo que su permanencia en el poder está supeditada al uso equilibrado de dos tipos de recursos: a) asignar recursos económicos de una manera estratégica, procurando comprar lealtades y apoyo de sectores claves de la sociedad; y b) reprimir a la sociedad o conceder de manera oportunista libertades civiles y políticas a fin de minimizar las críticas50. Tanto para comprar voluntades como para montar un aparato represivo eficaz se necesitan recursos económicos. 

			No sorprende, entonces, que los análisis cuantitativos indiquen que la mayor asistencia financiera e inversión extranjera directa favoreciendo regímenes criminales se encuentra asociada a una mayor duración de esos gobiernos51. Estos recursos ayudan a los gobiernos autoritarios a consolidarse, esto es, a desplegar su estrategia de compra de voluntades y represión de una manera eficaz. 

			¿Cómo operaron esta dinámica de elecciones racionales y presunciones estadísticas en la dictadura pinochetista? 

			En primer lugar, tal como explican Bohoslavsky & Rulli en su capítulo, el gobierno de Pinochet obtuvo financiamiento externo masivo gracias a su inmediato alineamiento geopolítico internacional en la lucha contra el comunismo. Esto le garantizó un flujo de fondos suficiente y continuo aun en un contexto de bajo crecimiento, alto desempleo y déficit fiscal. 

			De un modo más general, los instrumentos y canales a través de los que se asignaron recursos económicos de una manera estratégica, es decir, para granjearse el apoyo de sectores poderosos de la sociedad chilena, incluyeron políticas tributarias, presupuestarias, industriales, forestales, extractivas, bancarias y financieras, urbanísticas, carcelarias, previsionales, monetarias, de comercio exterior y privatización de empresas estatales. De todas esas políticas sectoriales dan cuenta los capítulos que componen este libro. El denominador común de dichas políticas fue el beneficio económico otorgado a las élites de Chile y las grandes empresas nacionales y extranjeras, que aumentaban la desigualdad en el país, y que usualmente encontraban un correlato en el rol cómplice o condescendiente de esos mismos beneficiarios con el régimen. 

			Claramente los militares disponían de su propia agenda ideológico-política para acceder y mantenerse en el poder: aplastar el comunismo, restablecer el orden social, despolitizar a la población y aumentar el gasto del sector militar. Desde esta perspectiva, puede afirmarse que los militares instrumentalizaron a los empresarios para perpetuarse en el poder. 

			Sin embargo, una mirada más cercana a esa dinámica –que incluye, por ejemplo, la integración de altos cuadros técnicos del gobierno de Pinochet por parte de representantes de sectores empresarios beneficiados por ese gobierno– nos indicará que es difícil identificar la dirección de las causalidades: ¿el gobierno otorgaba beneficios económicos a esos grupos empresarios para poder mantenerse en el poder, o estos apoyaban a Pinochet (ya antes el golpe) para que aplicara esas mismas políticas? La respuesta a este interrogante nos puede llevar a repensar quién era cómplice de quién. La comisión de delitos económicos que beneficiaban tanto a militares, civiles y empresarios fue otra herramienta eficaz de asignación de recursos y compra de lealtades. Esto último se materializó, por ejemplo, en el apoyo político explícito al gobierno (como se evidenció con las cámaras empresariales) o, cuanto menos, en el silencio frente a los delitos de lesa humanidad que se estaban cometiendo. La complicidad de periodistas, medios de comunicación, think tanks y académicos también se explica, no sólo por los claros alineamientos políticos e ideológicos, sino también por los beneficios materiales que recibían. 

			Esa dinámica micro tuvo un correlato macro, tal como lo explican Ahumada & Solimano y Rodríguez Weber en sus respectivos capítulos. La radical y rápida –luego del golpe– transferencia de riqueza nacional a favor de la clase empresarial y en detrimento de la trabajadora, que se tradujo en un aumento brutal de la desigualdad económica y social, fue el resultado de la imposición de la política económica neoliberal. El descontento se contuvo con violencia estatal extrema contra los representantes sindicales (ver el capítulo de Winn & Vergara) y con un fuerte debilitamiento del poder de negociación colectiva de los trabajadores, lo cual se tradujo, obviamente, en un deterioro de sus condiciones laborales, incluyendo el salario (ver el capítulo de Marzi). 

			La dimensión económica del plan criminal de la dictadura pinochetista, esto es, la virtuosa relación entre represión y concentración de la riqueza, no es una novedad. Antonio Cassese, relator especial designado en 1977 por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, con el mandato específico de evaluar la relación entre la ayuda financiera recibida por el régimen de Pinochet y las violaciones de derechos humanos que la población de Chile estaba experimentando por entonces, presentó en 1978 un detallado informe oficial52. Su principal conclusión fue que «[l]a asistencia económica extranjera en gran medida sirve para fortalecer y apuntalar el sistema económico adoptado por las autoridades chilenas, que a su vez necesita basarse en la represión de los derechos civiles y políticos, las conclusiones confirmaron que la masa de la actual asistencia económica actual es instrumental en la consolidación y la perpetuación de la actual represión de aquellos derechos»53. Este sofisticado informe de 260 páginas fue ignorado por décadas; es por eso que sus principales conclusiones son reproducidas en este volumen en un capítulo aparte. 

			Por su parte, mientras es conocida la envergadura y gravedad de los delitos de sangre cometidos por el pinochetismo, aquí es necesario señalar que, en un contexto de restricción fiscal y contracción del gasto público, los gastos en defensa y policía aumentaron significativamente –del 14,9 % de gastos del sector público en 1969 al 23,3% en 1982–, mientras el gasto social disminuyó54. Aquí, otra vez, se puede comprobar la racionalidad en el uso de los recursos estatales: sostener financieramente un aparato burocrático-represivo eficaz para poder implementar políticas económicas que generaban resistencia social y política. 

			Otro dato que corrobora y reconoce la relación que puede existir entre apoyo económico y las violaciones graves de derechos humanos que comete un gobierno autoritario fue la política que el gobierno de James Carter –diferenciándose de sus antecesores– adoptó hacia Chile a partir de 1976: Estados Unidos (al igual que otros gobiernos europeos) redujo y luego interrumpió la ayuda financiera y militar a Chile basándose explícitamente en la situación de los derechos humanos en el país55. Con la reticencia a contribuir económicamente con el régimen de Pinochet se buscaba debilitarlo y de ese modo obligarlo a conceder libertades civiles y políticas. 

			Asunto pendiente

			La agenda chilena de verdad, memoria, justicia, reparaciones y reformas institucionales ha focalizado sus recursos discursivos, legales, políticos e institucionales casi exclusivamente en los delitos de sangre, marginalizando el rol y posible responsabilidad de los cómplices económicos de la dictadura pinochetista. El debate en torno a la racionalidad económica que latía en el pinochetismo estuvo limitado, casi exclusivamente, al enriquecimiento ilícito del que dio cuenta el escándalo del Banco Riggs y sus negocios opacos con Pinochet y su familia, y algunos otros casos de corrupción estatal. 

			Este no es un fenómeno exclusivo de Chile, sino que se inserta en una tendencia general del derecho internacional de los derechos humanos a establecer responsabilidades, prioritariamente, en cabeza de los Estados y sus agentes. La responsabilidad de las empresas y los empresarios que facilitan y/o se benefician con gobiernos autoritarios ha permanecido históricamente fuera del radar de la justicia transicional, tal como explica Roht-Arriaza en su capítulo. Aun cuando los juicios de Núremberg lidiaron con la responsabilidad de los empresarios que contribuyeron con el régimen nazi56, esta responsabilidad no volvió a emerger en contextos transicionales sino de una manera esporádica y parcial. 

			Por diversos motivos, esta inercia está cambiando en forma acelerada, tal como lo describen Payne y Pereira en su capítulo. En el plano internacional, el trabajo del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, cristalizando las obligaciones internacionales de las corporaciones en materia de derechos humanos, ha implicado un cambio en el paradigma legal consistente en que sólo los Estados deben respetar los derechos humanos. En la última década un número creciente de Comisiones de la Verdad han venido incorporando a sus agendas de trabajo la cuestión de la complicidad económica. En el plano regional, Argentina, Brasil y Colombia están avanzando en la implementación de medidas de justicia transicional que abarcan explícitamente a los cómplices económicos. Y, también, la literatura académica internacional en este campo crece de manera exponencial. Es tiempo de formular estos interrogantes en el contexto chileno, tal como lo han sugerido al enviar una carta al gobierno chileno, en mayo de 2015, dos expertos independientes (uno de ellos compilador de este libro) de Naciones Unidas57. 

			¿Se derrumbarían el sistema político y la economía chilena si el radar de la rendición de cuentas alcanzara a los cómplices económicos? Leigh Payne –una de las autoras de este libro– desarrolló junto a otros expertos un estudio cuantitativo, llegando a dos conclusiones que son pertinentes para abordar tal interrogante58. La primera es que el alcance de las medidas de justicia transicional (por ejemplo, extenderlas a los responsables civiles) presenta una relación proporcional al crecimiento y desarrollo económico de los países en cuestión. La segunda es que las probabilidades de implementar medidas que propicien alcanzar los objetivos de la justicia de transición aumentan con el paso del tiempo. Estos datos son alentadores en el contexto chileno, más aún a la luz de las experiencias de Argentina, Brasil y Colombia, donde, a pesar de haberse avanzado con una agenda de rendición de cuentas por complicidad económica, el cielo no se ha caído. De todos modos, tanto el estudio cuantitativo recién mencionado como el carácter legal (obligatorio) de la rendición de cuentas de los cómplices económicos no deberían obstar al diseño de una estrategia realista e inteligente, en la que el gradualismo puede ser un gran aliado. 

			En dicha progresión debe destacarse que la Corte Suprema chilena confirmó en noviembre de 2017 una condena de 20 años de cárcel contra Francisco Luzoro Montenegro (empresario y ex presidente del sindicato de dueños de camiones de Paine) como autor de homicidios de campesinos en la comuna de Paine perpetrados en 1973 en conjunto con las fuerzas estatales represivas59. También el procesamiento que la Corte de Apelaciones de Concepción dictó en marzo de 2018 sobre ejecutivos y funcionarios de la papelera CMPC como cómplices en los crímenes del llamado caso Laja-San Rosendo, que involucra el asesinato de 19 trabajadores, ejecutados en 1973 gracias a la información, guía y ayuda logística que los imputados habrían suministrado a los carabineros tanto para la identificación de quien debía ser asesinado como para su ejecución y posterior ocultamiento60. 

			Aun así, Chile podría (y debería) hacer más en este campo. En primer lugar, se puede establecer en el ámbito parlamentario una Comisión Investigadora sobre Complicidad Económica durante la dictadura. La Comisión debería estar integrada por representantes de organismos estatales, la sociedad civil, agrupaciones de víctimas y de las cámaras empresariales, asegurando que cuenta con las competencias y recursos suficientes. Un antecedente de relevancia en esta materia es el trabajo realizado por la Comisión Investigadora encargada de analizar las presuntas irregularidades en las privatizaciones de empresas del Estado ocurridas con anterioridad al año 1990, constituida en la Cámara de Diputados el año 2004. El Programa de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que tiene como misión la promoción de acciones judiciales que permitan determinar el paradero y las circunstancias de desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y ejecutadas políticas durante la dictadura, debería prestar asistencia jurídica a los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos que decidan demandar civilmente a las empresas y empresarios cómplices, procurando una compensación por los daños, así como el esclarecimiento de la verdad de lo sucedido (la trama de connivencias y crímenes). En los casos en los que la complicidad redundó en un perjuicio para el erario público, el Estado es quien debería iniciar las acciones resarcitorias que correspondan. 

			Además, en ciertos casos, el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos puede impulsar querellas criminales contra los cómplices, tal como lo ha establecido recientemente la jurisprudencia chilena citada en párrafos anteriores. Las investigaciones civiles y penales contra cómplices, así como aquellas contra los autores de los delitos de sangre, cometidos en su mayoría por personal de las fuerzas militares o policiales, no deberían limitarse a investigar, perseguir y juzgar actos individuales violentos del pasado, sino que deberían también ser capaces de poner de relieve el trasfondo social, político y económico de esos crímenes y su vinculación con el presente61. 

			Las propias empresas involucradas también deberían poner en marcha procesos de investigación interna transparente y participativa a fin de deslindar responsabilidades y, si fuera el caso, reparar material y/o simbólicamente a las víctimas. Esto mismo es lo que llevaron a cabo algunas empresas multinacionales que contribuyeron con el régimen nazi. También se pueden establecer memoriales, placas conmemorativas y museos que den cuenta del rol que tuvieron las empresas y empresarios durante la dictadura. En esta línea, los programas de estudio de historia y derechos humanos deberían incluir y desarrollar esta misma temática. 

			Por último, se pueden implementar reformas institucionales para la no repetición. Por ejemplo, anulando (y quitándoles toda validez en casos futuros) los beneficios obtenidos gracias a la complicidad con gobiernos autoritarios, así como prohibiendo el acceso a cargos públicos de empresarios cómplices. 

			La fisonomía del sistema político, económico y social delineada e impuesta por la dictadura que, según explica Julio Pinto Vallejos en el capítulo final, en muchos aspectos constituye aún hoy un (pesado) lastre para la sociedad chilena, interpela claramente cómo pasado, presente y futuro se encuentran intrínsecamente conectados. La desigualdad económica de hoy, con todas sus implicaciones políticas, sociales y culturales, encuentra su origen en el periodo más violento de la historia del país y se proyecta como una sombra sobre su futuro. 

			Los autores y los capítulos 

			Los/as autores/as provienen de un amplio espectro disciplinario, metodológico, geográfico e ideológico, lo que ha garantizado el carácter holístico y pluralista del libro. La mayoría de los capítulos que forman parte de este libro fueron presentados y discutidos en dos seminarios organizados para potenciar la sinergia y el enfoque sistémico. El primero se llevó a cabo en la Universidad de Oxford en mayo de 2017 y el segundo en la Universidad de Valparaíso en julio de ese mismo año. 

			Además de este texto introductorio, el libro se compone de 7 secciones con un total de 26 capítulos. La sección Pasado y presente de la complicidad económica se abre con el capítulo 2 de Naomi Roht-Arriaza, en el que presenta y analiza las razones por los cuales la cuestión de la complicidad económica en los regímenes autoritarios no mereció en las últimas décadas una dedicada atención en el campo de la justicia transicional, así como por qué tal invisibilización ha estado revirtiéndose rápidamente en los últimos años. La importancia de discutir sobre complicidad económica en Chile específicamente es, según la autora, mayúscula, puesto que, en primer lugar, el país fue considerado durante muchos años el niño ejemplar de cómo el neoliberalismo y el autoritarismo, juntos, producían algo bueno para la sociedad chilena. Segundo, por la rampante corrupción durante la dictadura y así la poco estudiada vinculación entre el saqueo sistemático del Estado durante el gobierno dictatorial y los profundos déficits de los servicios estatales en democracia. Y tercero, porque la no consideración de la complicidad empresaria así como la forma en que las políticas económicas contribuyeron a la debacle de los derechos humanos, llevaron a una visión raquítica de lo que son los derechos humanos, marginalizando a los derechos económicos y sociales. La autora también describe los recientes avances en Argentina y Brasil en materia de responsabilidad por complicidad económica. 

			El capítulo 3 reproduce un artículo que el mundialmente reconocido jurista italiano Antonio Cassese publicara en 1978 en el Texas International Law Journal, sintetizando el exhaustivo informe que como relator especial de las Naciones Unidas presentara ese mismo año, en el que estudió el impacto de la ayuda y asistencia económica extranjera con respecto de los derechos humanos en Chile. Concluye que, por un lado, la mayor parte de esa asistencia contribuyó a reforzar y mantener en el poder un sistema que aplica una política de violación sistemática de derechos humanos y, por el otro, que para obtener la asistencia económica el régimen debía asegurar una economía sana, lo que implicaba una política de redistribución de la riqueza en perjuicio de la mayoría de la población. Se trata de una relación causal de ida y vuelta: la asistencia económica refuerza el régimen y facilita la comisión de crímenes de lesa humanidad, y a su vez el modelo económico impuesto a sangre atrae las inversiones dada la alta rentabilidad asegurada.

			En el capítulo 4, Karinna Fernández y Sebastián Smart analizan de manera crítica los aportes y desafíos que planteara el Informe Cassese (ver el capítulo anterior). Por un lado destacan la novedosa contribución metodológica del informe en cuanto a comprender la relación que existe entre la asistencia económica y financiera a un país y las violaciones de derechos humanos, explicar de manera detallada la interrelación e interdependencia entre los derechos humanos y desentrañar el alcance del principio de no injerencia en los asuntos domésticos. Por el otro, destaca la capacidad de Cassese para describir de manera crítica el contexto social y económico chileno y conectarlo con la ayuda económico-financiera que recibía el país y las violaciones masivas de derechos humanos. Finalmente, el capítulo señala las asignaturas aún pendientes respecto de lo que planteara Cassese hace casi cuatro décadas, entre las cuales se encuentran la debida valoración del informe, su aporte a los debates actuales y el establecimiento de responsabilidades. 

			En el capítulo 5, Elvira Domínguez Redondo y Magdalena Sepúlveda Carmona exploran qué sucedió con el Informe Cassese una vez que fue oficialmente presentado, buscando claves para entender el pasado y las posibilidades a futuro. El contexto propuesto por este capítulo está dado por los órganos de monitoreo de derechos humanos de las Naciones Unidas –en particular los llamados procedimientos especiales– y su reacción tímida y tardía frente a la violación de derechos económicos, sociales y culturales y la complicidad de las empresas. A pesar de los avances graduales en esta materia, la (injustificada) dicotomía entre los derechos humanos (los civiles y políticos por un lado, y los económicos, sociales y culturales por el otro) aún persiste, bajo algunas formas, dentro del sistema de las Naciones Unidas. Algunos de los factores que hicieron que el Informe Cassese fuera recibido con indiferencia aún existen, mientras que otros ya no, lo que abre oportunidades para promover una agenda internacional más robusta en Chile en materia de derechos económicos, sociales y culturales, así como en lo referido a la rendición de cuentas de las empresas por complicidad. 

			En el capítulo 6, Leigh Payne y Gabriel Pereira presentan los resultados de la base de datos por ellos elaborada, dando cuenta de que los mecanismos de justicia transicional incorporados desde el juzgamiento de los crímenes nazis en adelante, y en todas las regiones del mundo, presentan una dosis de rendición de cuentas de los cómplices económicos mayor a la que tradicionalmente se ha conocido. Esto se puede evidenciar en el trabajo de las comisiones de la verdad y las acciones judiciales que son presentadas a lo largo del texto. Si bien América Latina ha jugado un papel preponderante en ese proceso, dada la existencia de barreras estructurales (presión internacional, liderazgo judicial, demanda de la sociedad civil y actores pro-impunidad con débil poder de veto) que resisten el avance de la rendición de cuentas de los actores económicos, el éxito de tales iniciativas es más bien moderado. Finalmente, se presentan algunas oportunidades y condiciones para que las iniciativas de rendición de cuentas puedan avanzar más decididamente: el activismo social detrás de las iniciativas de verdad y las acciones judiciales señalan que la movilización social puede rendir frutos aun en contextos adversos.

			La sección La economía del pinochetismo comienza con el capítulo 7, en el que José Miguel Ahumada y Andrés Solimano reflexionan sobre el modelo económico neoliberal impuesto por la dictadura y su legado para la democracia. Se periodizan y analizan tres fases del gobierno pinochetista: la restauración capitalista (1973-1975), la fase revolucionario-neoliberal de instauración de un nuevo modelo económico (1975-1981) y la primera gran crisis del modelo en 1982-1983 y posterior recuperación basada en mayor regulación financiera y promoción de las exportaciones (1984-1989). Finalmente, se estudian los resultados económicos (concentración de la riqueza, por ejemplo) y sociales (marcadas desigualdades) del periodo de Pinochet y su avance hacia la instauración de una sociedad neoliberal de mercado, rasgos que se extienden y consolidan a partir de 1990. Concluyen que si bien la economía política de la democracia ha sido supeditada al régimen económico instaurado originariamente durante el pinochetismo, tal fisonomía de la sociedad chilena es hoy desafiada por un número de actores no beneficiados por ese esquema. 

			En el capítulo 8, Juan Pablo Bohoslavsky y Mariana Rulli, utilizando un enfoque de elecciones racionales, desentrañan la asistencia financiera que recibió el régimen de Pinochet. Se estudia la política y desempeño económicos de Chile centrándose en el rol que tuvo la ayuda financiera brindada por prestamistas multilaterales, bilaterales y privados en términos de sostenimiento político, económico, fiscal y presupuestario del régimen. Luego se presenta la posición de Estados Unidos hacia el gobierno de Pinochet, en particular la política financiera durante la administración Carter, basada en consideraciones sobre la situación de los derechos humanos en Chile. Concluye con consideraciones jurídicas en torno a la responsabilidad por complicidad financiera y presenta los avances que en esta materia se registran en los países de la región. 

			En el capítulo 9, Sebastián Smart desarrolla el argumento de que el modelo extractivista chileno, tal como se lo conoce hoy, se origina durante el pinochetismo y continúa, en esencia, hasta nuestros días. Primero se analizan las principales características del modelo extractivo impuesto durante la dictadura y luego se presentan críticamente los argumentos esgrimidos en dictadura (y aun en democracia) para defender el modelo extractivista. Finalmente se describe cómo los actores económicos que ingresaron al negocio minero con Pinochet se fortalecieron a lo largo de la últimas décadas, lo cual explica la estrecha relación que aún hoy existe entre extractivismo, captura de instituciones estatales y apropiación concentrada de la renta en dicho sector. 

			En el capítulo 10, Javier Rodríguez Weber aborda específicamente el problema de la desigualdad económica en Chile en perspectiva histórica, con especial foco en el fuerte deterioro de la distribución del ingreso que se produjo durante el gobierno de Pinochet. El crecimiento de la desigualdad no se debió al libre juego de la oferta y la demanda, sino a fuertes políticas económicas, sociales y criminales (represión del movimiento sindical), entre las que resaltan la contención legal y práctica (violenta) de las demandas laborales, la privatización (y mercantilización) de servicios y empresas claves de la economía con fuertes implicaciones sociales (como la salud y la educación), y un plan de políticas monetaria, financiera y presupuestaria con efectos regresivos, en particular en contextos de crisis. Entre los costos sociales que generó la creciente desigualdad en Chile se encuentran el aumento del desempleo y la caída del salario real. A su vez, la merma en el gasto social coadyuvó a la desaceleración de las mejoras que en materia educativa y de salud habían caracterizado al período 1940-70. Aquellas reformas estructurales implementadas durante el pinochetismo explican las fuertes resistencias que aún encuentran los gobiernos democráticos y el movimiento sindical al intentar que Chile deje de figurar entre los países más desiguales del mundo. 

			En el capítulo 11, Marcos González Hernando y Tomás Undurraga explican y reflexionan en torno al rol que tuvieron los intelectuales en Chile en términos de fomento, legitimación, consolidación y aprovechamiento de la dictadura. El capital simbólico que un gran número de expertos y científicos –así como las instituciones que los nucleaban– prestó de manera deliberada e interesada al gobierno de Pinochet tuvo una influencia concreta en la forma en la que sus políticas y hasta los crímenes eran entendidos y juzgados, incidencia que llega hasta nuestros días. Estos intelectuales justificaron desde el quiebre democrático de 1973, las subsecuentes violaciones a los derechos humanos y la imposición de un modelo político-económico de exclusión sin el contrapeso de procedimientos democráticos. También se aprovecharon de información privilegiada y acceso a recursos públicos para el enriquecimiento privado, y consolidaron un contexto intelectual en el que la censura y marginación de otras posturas eran aceptables. El análisis incluye el rol de abogados, economistas –en particular los llamados Chicago Boys–, medios de comunicación, profesores universitarios, politólogos, ingenieros y think tanks privados. El relato se completa con la experiencia de algunos pocos centros de investigación que resistieron los embates y ofrecían una visión crítica del gobierno y sus políticas.

			La sección Juego de apoyos, corrupción y beneficios materiales comienza con el capítulo 12, en el que Rodrigo Araya Gómez da cuenta del apoyo que las cámaras empresariales prestaron al régimen de Pinochet. El capítulo comienza explicando que las cámaras empresariales tomaron inicialmente una serie de medidas de fuerza contra el gobierno de Allende tendiente a desestabilizarlo y derrocarlo. Una vez Pinochet en el poder, los representantes de las cámaras le brindaron apoyo de manera pública y explícita, mientras que reivindicaban la libertad absoluta de empresa. Representantes de las cámaras formaron parte del gabinete económico del régimen. El apoyo de las cámaras era interesado: ese sector de la economía se benefició (en diferentes grados según el sector y el año) de la redistribución de la riqueza nacional, que implicó la nueva política económica neoliberal del pinochetismo y de la represión de la oposición a esa misma política. Por ello no sorprende que las cámaras no hayan denunciado las violaciones a los derechos humanos que se cometían en el país. Sólo hubo tímidos y limitados cuestionamientos al gobierno cuando la situación económica se deterioraba de manera dramática. Durante la transición, las cámaras asumieron la necesidad de entablar un diálogo con otros actores sociales pero la libertad de empresa y el silencio frente a las atrocidades del pasado reciente continuaron como políticas gremiales. De hecho, en 1988 las cámaras empresariales se sumaron a la campaña en favor del «Sí» durante el periodo previo al plebiscito. 

			Por su parte, en el capítulo 13, Carla Moscoso presenta el rol que tuvieron los medios de comunicación durante la dictadura. Primero expone el modelo privado de medios de comunicaciones en América Latina, fuertemente dependiente de las elites político-económicas. Luego se describe la progresión histórica del mercado de medios en Chile, también dependiente y dominada por la élite nacional, para finalmente explicar que la política dictatorial de persecución y comercialización del sistema de medios tuvo como consecuencia la pérdida de pluralismo y una concentración del mercado que, de algún modo, llega hasta nuestros días. Esta estrategia se tradujo en la complicidad de las más importantes industrias culturales de la radiofonía, la prensa y la televisión, dotando de hegemonía al régimen militar por cuanto ayudaban –deliberadamente– mediante sus políticas informativas y editoriales al ocultamiento y/o impunidad de las violaciones de derechos humanos, silenciaban o disimulaban las críticas frente al costo social de las políticas económicas, al mismo tiempo que ensalzaban la cultura del consumo material aun por sobre las libertades civiles y políticas. Para los grandes medios cómplices, este pacto redundó en beneficios económicos directos y/o en garantías para competir en un mercado cada vez desregulado. Sólo unos pocos medios intentaron resistir los embates de la censura y la persecución, habiendo sufrido represalias por ello. 

			En el capítulo 14, Mariana Rulli describe el proceso y consecuencias (hasta el día de hoy) de la privatización del sistema previsional chileno llevado a cabo en 1980, sin posibilidad alguna de diálogo social y participación político-sindical de los trabajadores. Esta reforma benefició y fortaleció a la élite económica chilena vinculada a los grupos financieros internacionales que establecieron las Administradoras de Fondos de Pensiones (las AFP). El único sector de trabajadores que no fue obligado a ingresar a ese nuevo sistema fue el de las Fuerzas Armadas. El altísimo costo fiscal estatal que implicó la transición de un sistema a otro, las altas comisiones cobradas a los afiliados, la limitada y desigual cobertura de la población, la notable rentabilidad de las AFP, el tímido desarrollo del mercado de capitales que la reforma trajo consigo, y la concentración del mercado de las AFP, constituyen algunos de los legados más onerosos de la dictadura y explican en gran medida la desigualdad económica y social actual en el país. 

			En el capítulo 15, Sebastián Smart explica cómo y por qué la dictadura pinochetista llevó adelante un amplio e inédito proceso de privatización de tierras y empresas estatales, operando en un gran número de sectores de la economía, y sus consecuencias en el plano económico y social. Revirtiendo el periodo previo de mayor participación del Estado en la economía, se pasó de 596 empresas estatales al inicio de la dictadura a sólo 49 en 1989. Entre 1974 y 1975 se restituyeron empresas que habían sido intervenidas por el gobierno democrático; entre 1976 y 1981 se subastan múltiples empresas a cargo de CORFO, y a partir de la crisis de 1982 comienza el llamado capitalismo popular, esto es, la venta de paquetes accionarios de las empresas estatales más importantes a fin de apalancar el mercado de capitales, la reprivatización de los bancos y de los fondos de pensiones. Este proceso de privatizaciones generó una enorme concentración de la propiedad y del ingreso, y un desfinanciamiento del Estado, todo lo cual ha contribuido a los actuales índices de desigualdad. Las privatizaciones estuvieron plagadas de irregularidades, groseros conflictos de interés y actos de corrupción que perjudicaron al erario público y beneficiaron a grupos económicos concentrados cercanos al gobierno y a funcionarios públicos civiles y militares. La conquista violenta del aparato estatal y la consiguiente opacidad en el manejo de fondos públicos, la libertad de prensa cercenada y la inexistencia de contrapoderes del Estado hicieron posible este masivo proceso de privatizaciones. 

			En la sección Normas y prácticas represivas en favor de los grupos empresariales, Daniela Marzi presenta el capítulo 16 sobre los cambios legales que sufrió el derecho sindical, registrando como denominador común la erosión de los derechos colectivos de los trabajadores y con ello el debilitamiento de su poder de negociación. El llamado Plan Laboral de 1979 implicó la descentralización de las negociaciones colectivas al nivel de empresa, la provisión de instrumentos para garantizar que las huelgas no paralizaran la actividad económica, la atomización de los gremios aun dentro de una misma empresa y la despolizatización sindical y de su campo de negociación. La degradación del derecho colectivo del trabajo fue acompañada por una baja de los derechos individuales que determinaban las condiciones de trabajo. Los pilares de esa reforma (anti)sindical se han mantenido prácticamente intactos hasta la fecha, incluso luego de la reforma de la ley (20.940 de 2016). Este fenómeno se refleja en la constante baja en la tasa de sindicalización en el país. 

			En el capítulo 17, Ángela Vergara y Peter Winn describen la profundidad, amplitud e implicaciones sociales, económicas y políticas de la erosión de los derechos laborales y de la actividad sindical que impuso violentamente el régimen pinochetista. Los autores explican con precisión de qué manera los derechos colectivos e individuales de los trabajadores fueron socavados en la práctica (reprimiendo a los trabajadores y sus representantes) y en lo legal (suprimiendo, flexibilizando o desregulando una amplia gama de derechos laborales relacionados con el ejercicio de la actividad sindical –la huelga, por ejemplo– y las condiciones de trabajo –indemnizaciones por despedido y jornada laboral, entre otras–), todo lo cual fue plasmado en el llamado Plan Laboral. La represión y esta política laboral resultan consistentes y complementarias con la imposición de un modelo económico neoliberal que implicaba la exclusión de la mayoría de la población y el enriquecimiento de grupos empresarios concentrados. La desregulación del mercado del trabajo y el debilitamiento de la actividad sindical fueron uno de los legados más enraizados de la dictadura hacia la democracia.

			En el capítulo 18, Silvio Cuneo Nash estudia el impacto que tienen las políticas económicas impuestas durante la dictadura sobre los niveles actuales de encarcelamiento en Chile. El desmantelamiento del Estado social ejecutado por la dictadura constituyó el inicio de un proceso de gestión de la pobreza a través de la creciente represión y encarcelamiento fundados en el populismo punitivo. La tesis, que también se aplica a otros países, es que el modelo neoliberal que profesa la desregulación económica, que se tradujo en la interrupción de prestaciones sociales básicas, precariedad laboral y segregación de la población, ha tenido como respuesta una política de sobrerregulación penal. La conclusión es que la imposición de políticas de privatizaciones, desregulación y recortes fue compensada con un mayor Estado penal que incluso se ha profundizado en democracia. En definitiva, el contexto de segregación económica y criminalización de la pobreza en Chile han constituido y aún constituyen causas de la altísima tasa de encarcelamiento en el país.

			En el capítulo 19, Francisco Vergara Perucich desentraña y explica la política urbanística represiva del gobierno de Pinochet para el desarrollo de Santiago, la cual se basó en la expulsión, segregación y violencia como instrumentos para aumentar el lucro de grupos económicos concentrados y asegurar de manera exclusiva a las personas más acaudaladas el acceso a las tierras más valiosas de la ciudad. A través de medidas impositivas y políticas públicas con objetivos de control social desde la configuración del espacio de transformación urbanística, que fueron implementadas mediante la fuerza del aparato represivo estatal cuando fue necesario, el urbanismo represivo encontró su lugar en la fisonomía de Santiago. El espacio inmobiliario fue entregado abiertamente al mercado que ha generado (y aún genera) ingentes rentas para los desarrolladores, a costa de desplazar violentamente a miles de residentes pobres hacia tierras periféricas y (si tuvieron suerte) casas precarias y sin acceso a servicios básicos, todo lo cual alimentó aún más la segregación socioeconómica de la ciudad en la que el componente horizontal, democrático y de solidaridad ha sido marginal.

			En el capítulo 20, Cristián Olmos Herrera explica cómo el modelo minero nacional impuesto por la dictadura tiene aún hoy profundas (negativas) implicaciones sociales, culturales y en materia de recursos naturales para las comunidades locales en el norte de Chile. La plataforma legal e institucional forjada durante el pinochetismo y reforzada en democracia, que mercantiliza ampliamente la extracción de minerales y el uso del agua, ha facilitado las presiones del sector minero sobre las comunidades del norte para poder explotar sus recursos hídricos, tanto superficiales como subterráneos. Se presenta en detalle el caso de la minera Sociedad Química y Minera (SQM) en el Desierto de Atacama, empresa que acumuló negocios (y poder) durante la dictadura pero que no mermó en democracia, y que durante muchos años fuera administrada por un yerno de Pinochet. 

			En el capítulo 21, José Aylwin describe la contrarreforma de la industria forestal llevada adelante por el gobierno de Pinochet y cómo este modelo afecta de manera adversa, aún en el presente, los derechos del pueblo mapuche, el medioambiente y los indicadores sociales y económicos de las regiones involucradas. El autor explica que las grandes empresas forestales prestaron apoyo a la gestación del golpe y luego a la dictadura, con la expectativa de que la política sectorial de Allende, orientada a la gestión estatal de los recursos forestales, fuera revertida. También la industria forestal proveyó de funcionarios públicos de alto nivel al régimen. Todo ese apoyo redundó en una posterior expansión fenomenal de su propiedad sobre territorios de ocupación tradicional del pueblo mapuche y en una generosa financiación a través de subsidios y exenciones estatales. Los grandes conglomerados forestales también se beneficiaron al adquirir las empresas estatales privatizadas a un valor muy menor que el de mercado. Alguna de estas empresas se vieron involucradas en crímenes de represión contra trabajadores que se desempeñaban en ellas. Mientras la protesta social del pueblo mapuche frente a la persistencia de este modelo forestal ha ido creciendo en los últimos veinte años, encontrando apoyo en organismos regionales e internacionales, la criminalización y represión contra sus miembros se ha intensificado. 

			En la sección sobre Estudios de casos, Karinna Fernández & Magdalena Garcés presentan en el capítulo 22 los casos de la Pesquera Arauco y Colonia Dignidad. La empresa estatal Compañía Pesquera Arauco S.A. prestó sus recursos corporativos (instalaciones, automóviles, recursos humanos) a la DINA para la ejecución de múltiples crímenes de lesa humanidad. Por su parte, los líderes de Colonia Dignidad no sólo cometieron sus conocidos propios delitos (como el abuso sexual de los niños que supuestamente cuidaban, sino que también aportaron sus instalaciones a la DINA para que torturara, asesinara y desapareciera a numerosas víctimas. Colonia Dignidad recibió durante la dictadura un tratamiento tributario y de fiscalización estatal extremadamente benévolo por parte del Estado. En ambas empresas sus directivos se beneficiaron económicamente. Las investigaciones judiciales en ambos casos han avanzado de manera muy lenta, sin resultados satisfactorios para las víctimas y sus familiares, y sin utilizar una metodología holística que permita articular la complicidad corporativa en una narrativa amplia que explique la mecánica integral de las tramas cívico-militares. 

			En el capítulo 23, Nancy Guzmán describe el rol que tuvieron Agustín Edwards Eastman y su diario El Mercurio antes y durante la dictadura. Por un lado explica el papel que tuvieron como instigadores y motorizadores del quiebre democrático, lo cual se reflejó, entre otras cosas, en la campaña de agitación y desprestigio que El Mercurio emprendió contra el gobierno de Salvador Allende. Luego el diario encubrió en forma sistemática y deliberada las violaciones masivas y graves de derechos humanos que se cometían en el país, y a través de una estrategia acordada y concertada con el gobierno desplegó una gran campaña de manipulación informativa con el objetivo de que la opinión pública no supiera de los crímenes cometidos desde el Estado y de hecho se los adjudicara a los propios grupos de oposición perseguidos. El capítulo también cuenta sobre los fondos que El Mercurio recibió de Estados Unidos y empresas extranjeras con el fin de promover una agenda anticomunista, el destino opaco que de hecho aquel les asignó a esos dineros, y la ayuda financiera que su grupo económico recibió de Pinochet con el fin de asegurarle una transición sin sobresaltos.

			La sección sobre Aspectos jurídicos de la complicidad económica, comienza con el capítulo 24 de Juan Pablo Bohoslavsky, en el que se analizan los aspectos jurídicos de la responsabilidad por complicidad empresaria desde las perspectivas del derecho internacional y del derecho comparado. Comienza abordando la pregunta acerca de si implica un comportamiento antijurídico la conducta que signifique aportes económicos a un régimen que comete sistemáticamente graves violaciones de derechos humanos. La respuesta es, en principio, afirmativa. Luego se estudian las complejidades que representan los presupuestos de la responsabilidad civil por complicidad: el nexo causal, el elemento subjetivo y el daño. El criterio para determinar si el aporte de un commodity fue legal o no depende de sus consecuencias previsibles antes que de su naturaleza intrínseca. Las posibles acciones civiles por complicidad empresaria no se encuentran prescriptas a la luz de los estándares internacionales.

			En el capítulo 25, Pietro Sferrazza y Francisco Jara Bustos analizan si y bajo qué leyes chilenas los cómplices económicos pueden ser responsabilizados penal y civilmente. Primero estudian los alcances y requisitos de la responsabilidad penal por autoría, participación e instigación, explicando cómo funcionan estos tipos penales (en especial la asociación ilícita) en el complejo entramado de actores y relaciones de la complicidad económica durante la dictadura chilena. En la segunda parte describen cómo funciona el régimen jurídico chileno aplicable a la responsabilidad civil por complicidad, demostrando que, al igual que en el caso de la responsabilidad penal, tratándose el delito principal de crímenes contra la humanidad no rige tampoco en este ámbito la prescriptibilidad de las acciones.

			En la sección de cierre, titulada Conclusiones y prospectivas, Julio Pinto Vallejos presenta en el capítulo 26 la genealogía del paraíso empresarial: cómo las complicidades de los empresarios durante la dictadura explican (y profundizan) las actuales desigualdades. El capítulo presenta tres periodos que describen la simbiosis entre el mundo empresarial y el gobierno de Pinochet. Primero se abordan los miedos alentados y exacerbados por el empresariado contra el gobierno de la Unidad Popular y sus políticas redistribucionistas. Luego se describen las ganancias maximizadas que el empresariado concentrado recibió gracias a las políticas neoliberales impuestas por el gobierno de Pinochet. La creciente mercantilización de derechos (educación, vivienda, previsional, salud, pueblos originarios, etc.) contribuyó a ese cuadro de desigualdad. Finalmente, se analizan los legados postdictatoriales de ese juego de connivencias que aún se proyectan sobre Chile. En la transición, el empresariado se distanció de los excesos de la dictadura pero consolidó (e incluso amplió) las políticas neoliberales y la brecha de desigualdad. El autor advierte que, como consecuencia de este modelo económico, el individualismo y el consumismo se encuentran fuertemente arraigados en la sociedad chilena, y se pregunta también si es consistente con ciertos valores humanos fundamentales. 
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Pasado y presente de la complicidad económica


		
			
Capítulo 2
La tardía centralidad de la dimensión económica en la justicia transicional


			Naomi Roht-Arriaza

			1. Introducción62


			Chile fue uno de los pioneros en entablar –y combinar– medidas de lo que se ha llamado la «justicia transicional», es decir, el conjunto de disposiciones que una sociedad utiliza para enfrentar un pasado de violaciones de los derechos humanos masivos o sistemáticos. Fue de los primeros en usar Comisiones de la Verdad para esclarecer y reconocer los patrones, los métodos y las consecuencias de las graves violaciones de derechos básicos. El lento desarrollo de una política pública de apoyo a las víctimas y sus familiares y de sanción penal a los responsables, y el compromiso de hacer las reformas necesarias para que no vuelva nunca a suceder, también aportan enseñanzas importantes para el continente y el mundo. Sin embargo, cuando se trata del tema de la complicidad de los actores económicos y financieros, la contribución del sector privado al diseño y la implementación de la represión, cómo se benefició de ella, y la corrupción y saqueo de los recursos del país de parte de los artífices de la dictadura, Chile ha hecho muy poco.

			La necesidad de confrontar los aspectos económicos de las dictaduras y los conflictos civiles es cada vez más evidente, por razones históricas pero también de cara al futuro, como explicación de las limitaciones de las democracias actuales. En esta primera aproximación, intento explicar por qué ha sido tan tardía la investigación e incorporación de las dimensiones económicas en las discusiones sobre justicia de transición, y cómo eso va cambiando rápidamente a nivel internacional. 

			En Chile, la importancia del tema es aún mayor, por tres razones: primero, la experiencia chilena generalmente es considerada por sectores nacionales e internacionales como una combinación del gran éxito económico de la dictadura con sus «excesos» en materia de derechos humanos, como si el plan económico estuviera completamente desligado de la destrucción de los sindicatos y las asociaciones campesinas, y del acallamiento de toda crítica a la explotación y exportación de los recursos naturales del país. Durante mucho tiempo, Chile fue el «poster child» de cómo el «autoritarismo», con su «disciplina laboral,» su privatización de las pensiones y los servicios, y la reducción del presupuesto estatal podían eventualmente sentar las bases para una democracia estable, y que por tanto valió la pena la lamentable pero necesaria violación de los derechos humanos. Urge terminar de desarticular esa narrativa. 

			Segundo, un aspecto importante en el caso chileno es la relación entre dictadura y corrupción. Un corolario de los argumentos sobre el supuesto éxito de la política económica de la dictadura fue la insistencia de que el general Pinochet y su círculo eran parangones de la probidad personal, torturadores quizás pero, por lo menos, nunca ladrones. Sobre esa base se mantuvo durante un buen tiempo el apoyo político al dictador. Fue hasta que el escándalo del Banco Riggs, en el trascurso de una investigación del Congreso de Estados Unidos, descubriera algunas de las cuentas secretas en paraísos fiscales, la evasión de impuestos y los negocios de armas irregulares de la familia Pinochet, que los partidos políticos de derecha se vieron en la necesidad de distanciarse del general como figura política63. Pero la relación entre el saqueo sistemático del Estado en dictadura y los problemas de los servicios estatales en democracia ha sido poco estudiado. 

			Tercero, el silencio sobre el tema de complicidad del sector privado, de la banca, de los grandes terratenientes, y sobre la forma en que las políticas económicas contribuyeron a la debacle de los derechos humanos, llevó a una visión torcida y raquítica de los derechos humanos. Durante un buen tiempo, el término derechos humanos fue sinónimo de preocupación por las desapariciones forzadas, o en todo caso, por la tortura y las ejecuciones extrajudiciales. No planteo que estos no hayan sido, y no sean, fundamentales, ni minimizo en absoluto la necesidad y prioridad de la lucha por cesar estas violaciones. Pero ya en democracia, con una serie de nuevos desafíos, fue más difícil ampliar la visión hacia los derechos económicos y sociales, reconceptualizar los derechos humanos de una forma más integral, y conectar las múltiples luchas sociales con la idea de defensa y promoción de los derechos humanos. En parte, la insistencia en los aspectos económicos de la dictadura permite conectar varios hilos que han seguido su curso separadamente. 

			Este capítulo enmarca estas consideraciones en algunas apreciaciones generales sobre la evolución del tratamiento del tema económico y el papel de los financistas y poderes económicos a nivel global. La primera parte versa sobre por qué este enfoque fue tan tardío, y la segunda dibuja, en líneas muy generales, cómo eso ha ido poco a poco cambiando. 

			2. Primeros esfuerzos de la justicia transicional y el enfoque sobre los derechos básicos de integridad física

			En su primera o también segunda década, la agenda de la justicia transicional se focalizó fundamentalmente en las violaciones de derechos básicos de integridad física. Sus defensores promovieron la anulación de las amnistías y la prescripción en casos de desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y tortura. Del mismo modo, la primera generación de Comisiones de la Verdad se focalizó en producir pruebas de los escuadrones de la muerte y arrestos y asesinatos secretos cometidos por fuerzas de seguridad; recién en los últimos diez años aproximadamente nuevas generaciones de ejercicios de búsqueda de la verdad han ido más allá de la franja limitada de crímenes y criminales. Las reparaciones, tanto a través de los tribunales como de programas administrativos de gobierno, en los casos que efectivamente fueron provistos, se limitaron generalmente a compensaciones por muertes ilegales, desapariciones, tortura, detención arbitraria o exilio, o a servicios de salud y educación para los sobrevivientes y las familias de las víctimas de esos mismos delitos. En el caso chileno, por ejemplo, ni la Comisión Rettig ni la primera tanda de reparaciones cubrían más que muertos o desaparecidos; fue hasta después, con la Comisión Valech, que se expandió a incluir siquiera a las víctimas de tortura y/o prisión política.

			El enfoque sobre un número reducido de crímenes atribuidos a las fuerzas de seguridad y a los líderes del gobierno se remonta a los orígenes de la justicia transicional como campo en sí mismo. Aunque los crímenes de guerra han existido por siglos, y Núremberg y otros juicios de posguerra y los programas de reparación establecieron algunas normas y estándares básicos para la justicia internacional, el campo tal como lo conocemos hoy se origina mayormente con el final de los regímenes militares en América Latina, la caída de los regímenes pro soviéticos en Europa del Este, y después con la transición al gobierno mayoritario en Sudáfrica. Como Paige Arthur ha señalado64, el giro de los movimientos de derechos humanos hacia la necesidad de lidiar con el pasado al final de una dictadura reflejó el momento político. En particular reflejó el fracaso de los proyectos de derecha y de izquierda dirigidos a cambiar las bases económicas o estructurales de la sociedad en países «en desarrollo». Desde la derecha, las teorías de despegue económico de Rostow y otros, reflejadas en la Alianza para el Progreso, resultaron fallidas. Desde la izquierda, el proyecto revolucionario de justicia social a través de la renegociación de los términos de intercambio comercial global y de la redistribución de la tierra y la riqueza, con el apuntalamiento intelectual del marxismo y la teoría de la dependencia, fue del mismo modo fallido, con limitadas excepciones65. Combinado con esto, en la mayoría de los países de América Latina la izquierda revolucionaria en los momentos de transición ya había sido vencida, usualmente con lujo de violencia y la pérdida de una o más generaciones de líderes sociales. Hubo un cambio, desde un reclamo por una política de redistribución a un reclamo por una política –vista como más factible– de participación, democracia y estado de derecho. 
Esto también fue así en Sudáfrica y Europa del Este. En ese contexto, los derechos humanos se volvieron sinónimo de derechos básicos de integridad física y derechos civiles.

			Parte de la explicación de las formas legalistas en que se tradujeron muchos esfuerzos tempranos en la justicia transicional fue el predominio de abogados –más que de economistas– en esos primeros esfuerzos. Los abogados particularmente querían aprovechar los cada vez más robustos mecanismos internacionales de derechos humanos. La misión investigadora de la Comisión de Derechos Humanos de la organización de Naciones Unidas (ONU) para Chile en 1975 fue la primera en utilizar los poderes investigativos de la Comisión al margen de los casos sui generis de Sudáfrica y Palestina, y reforzó la capacidad de la Comisión para reaccionar frente a violaciones de derechos (Nifosi 2005, p. 16). La visita del secretario ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a Chile el 12 de octubre de 1973 y de la Comisión misma el 02 de agosto de 1974, combinada con la entrada en vigencia de la Convención Americana (Pacto de San José) unos años después incrementó la visibilidad y la legitimidad percibida del sistema regional de derechos humanos. La Convención contra la Tortura estaba siendo redactada durante aquellos años, y se abrió a la firma en 1984. 

			Pero al tiempo que a nivel internacional las herramientas de derechos humanos alcanzaban mayor consistencia y efectividad, se producía una marginalización de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC). Los mecanismos de Naciones Unidas requerían demostrar un patrón consistente de violaciones groseras de derechos humanos66 que fueron interpretadas como violaciones a la integridad física y discriminación extrema. La Convención Americana no contiene DESC, y el subsecuente Protocolo de San Salvador hace exigibles frente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos sólo unos cuantos de esos derechos67. En 1993 la Conferencia de Viena sobre Derechos Humanos había declarado que todos los derechos son interdependientes e indivisibles, pero esa declaración no fue seguida de acciones consistentes. Fue recién en 2013 que los reclamos individuales sobre violaciones de DESC pudieron ser escuchados por un comité de expertos dentro del sistema de derechos humanos de Naciones Unidas68. Así que el énfasis en el uso de los mecanismos judiciales o cuasi-judiciales internacionales conllevó un énfasis correspondiente en algunos derechos y no otros.

			Además, el soft law69 en la justicia transicional se enfoca en unos actores y en otros no. Se inclina a favor de la búsqueda de la verdad y la justicia en torno al gobierno y las fuerzas insurgentes o de milicias, pero no necesariamente sobre los financistas o colaboradores privados. Cuando Naciones Unidas –a través de la entonces Comisión de Derechos Humanos– inició el abordaje del tema de la impunidad, por ejemplo, lo dividió en dos estudios, uno en derechos civiles y políticos, con Louis Joinet como relator, y otro en DESC, con El Hadji Gisse como relator. El informe de este último70 recomendó, entre otras cosas, la tipificación penal de los crímenes de corrupción, la reducción de la deuda para los países pobres, y la compensación en casos de DESC. Mientras que el informe de Joinet fue continuado y finalmente actualizado por Diane Orentlicher71, no hubo seguimiento del informe de Gisse y finalmente las preocupaciones de su informe fueron trasladadas a otros relatores y eliminadas del contexto anti-impunidad para pasar a formar parte del discurso relacionado con el desarrollo y la deuda. 

			Uno de los primeros esfuerzos de relacionar la política económica y el apoyo financiero externo con las violaciones de derechos humanos fue un informe precisamente sobre Chile. El entonces subcomité de expertos de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU le encomendó al profesor italiano Antonio Cassese un informe, publicado en 1978, titulado «Estudio sobre el Impacto de la Ayuda y Asistencia Financiera Externa sobre los Derechos Humanos en Chile». El informe plantea claramente que la política de suprimir los derechos laborales estaba diseñada para atraer la inversión extranjera, que la falta de libertades civiles afectaba la calidad de toma de decisiones, y que la asistencia económica del exterior, en el diseño o la implementación, apoyaba la política socioeconómica que las autoridades decidían e implementaban. La política económica llevaba aparejada la represión de los derechos humanos básicos porque su implementación sólo era posible sin protesta social72. 

			Parte de la vacilación en torno a la apertura del discurso y la práctica de la justicia transicional para incluir un rango más amplio de actores y de ilícitos se debió al énfasis en lo «transicional». El paradigma consistía en un período relativamente corto de cambios de una realidad a otra, acompañada por acciones específicas y factibles como las comisiones de la verdad o los programas de reparación con fechas límite. Dada la naturaleza pactada o negociada de la mayoría de las transiciones, y los temas persistentes y complejos sobre inequidad en América Latina (y Sudáfrica), existía el convencimiento de que aquellos temas más amplios hubieran paralizado cualquier iniciativa específica de justicia transicional, y que el momento en el cual las iniciativas focalizadas en el pasado podrían prosperar pasaría rápidamente. En la práctica, la mayoría de las iniciativas de justicia transicional perduraron mucho más allá de donde imaginaron inicialmente sus proponentes: los programas de reparación y los juicios continúan 20-30 años después de los eventos en cuestión (Collins 2010). Pero las preocupaciones por la velocidad, factibilidad y las coaliciones políticas dictaron una gama limitada de objetivos.

			El peso de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de su jurisprudencia en materia de obligación de garantizar los derechos, y sobre los límites a las amnistías también afectó la conceptualización de las estrategias transicionales en la región. Como órgano de derechos humanos el foco del sistema estuvo (y está) puesto necesariamente sobre los Estados y actores estatales. Lo cierto es que desde sus primeros días la Corte Interamericana reconoció que los actores no estatales pueden cometer violaciones de derechos humanos, pero el foco fue puesto sobre la responsabilidad del Estado en prevenir esas violaciones y, si fallaba, en investigar, sancionar y reparar73. En contraste, las reglas del derecho internacional humanitario, que obliga a actores estatales y no estatales en los conflictos armados, fueron apenas utilizadas en América Latina porque ningún lado estaba demasiado interesado en usarlas. Los Estados no querían que se caracterizaran los hechos como «conflictos internos armados» por el temor a que sus oponentes fueran considerados beligerantes legítimos, mientras que los defensores de derechos humanos pensaban que era incorrecto hablar de un estado de guerra en casos en los cuales el Estado reprimía su población civil (mayormente) desarmada74. El énfasis sobre los actores estatales, especialmente los líderes políticos, militares y las fuerzas de seguridad, también derivó de una insistencia de los defensores y miembros de las familias de las víctimas sobre el especial rol del Estado como garante de los derechos. El reconocimiento de este rol especial contrarrestó la «teoría de los dos demonios», según la cual ambos lados cometieron violaciones equivalentes de derechos. Entonces, fue política y jurídicamente necesario mantener el foco sobre el Estado, lo cual significó que otros actores, especialmente los económicos, fueran ampliamente ignorados.

			Las limitaciones impuestas por el énfasis sobre los juicios penales también explican por qué el enfoque inicial de la justicia transicional no incluyó a los actores económicos. Los juicios penales no tratan adecuadamente los matices y ambigüedades de la culpabilidad, requiriendo genéricamente una culpa más allá de la razonable duda para una serie de actos estrechamente definidos. El asentimiento pasivo, la complicidad moral, la aceptación de beneficios, el ser un eslabón lejano en la cadena causal, todas esas acciones u omisiones pueden ser moralmente dudosas, pero generalmente no son crímenes. Los espectadores no son fácilmente alcanzables por el derecho penal, lo que significa que el enfoque se centra en un grupo reducido de personas que dieron o acataron las órdenes, o que, teniendo la capacidad, no evitaron o suprimieron los crímenes bajo una teoría de responsabilidad de mando. Por lo tanto, en la medida que los defensores conceptualizaron los juicios criminales como la pieza clave y objetivo último de sus esfuerzos, fue minimizada la atención a patrones más amplios de complicidad. 

			La doctrina jurídica también tiende a proteger a los actores económicos frente a la responsabilidad penal. El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional sólo se aplica a personas físicas, no a las corporativas. Su definición de colaboración y complicidad requiere que el colaborador o el cómplice compartan el propósito del autor principal en la comisión del crimen. Esto es algo extremadamente difícil de probar y se aparta de la jurisprudencia anterior de cortes internacionales que requería meramente que él (o ella) tuviera el conocimiento del contexto del crimen75. En la mayoría de los casos los actores económicos fueron sumamente indiferentes a los propósitos específicos de los militares, siempre que fuera mantenido el orden, removidos los revoltosos, y que continuara la generación de ganancias. 

			Con respecto a la búsqueda de la verdad, el imperativo de romper el silencio dominó las demandas por las comisiones de la verdad en América Latina, Sudáfrica y Europa del Este. Este reclamo por el respeto del «derecho a la verdad» se centró en torno a la negación de las fuerzas de seguridad de reconocer su participación en desapariciones forzadas, el uso de escuadrones de la muerte y «terceras fuerzas,» y el uso generalizado de informantes y vigilancia. Aunque los informes oficiales de las Comisiones de la Verdad de Perú y Guatemala discutieron en mayor o menor medida los factores estructurales como el escenario de fondo de las condiciones para la violencia, el foco estuvo puesto sobre las acciones de los grupos armados76. De manera similar, la Comisión para la Verdad y la Reconciliación (CVR) de Sudáfrica reconoció la naturaleza estructural del apartheid mismo y organizó una audiencia temática sobre el rol de los empresarios, pero su mandato y su enfoque se limitaron a aquellos actos que eran ilegales a ese momento bajo el derecho interno, incluyendo el asesinato, la tortura, la desaparición forzada y las detenciones arbitrarias, pero no las leyes del apartheid en sí.

			Por otro lado, las redes sociales involucradas en la lucha contra la impunidad y en la lucha por la justicia económica han permanecido separadas hasta hace poco. Los participantes, fundadores y foros institucionales –tanto nacionales como internacionales– han tenido pocos puntos de conexión, y ambas redes son pequeñas y con escasos recursos, todo lo cual implicó que tuvieran poco tiempo para trabajar en temas que, aunque relevantes, no se encontraban dentro de los mandatos centrales establecidos para cada red. Los derechos humanos, en parte debido a la visibilidad de las redes de los familiares, víctimas y defensores, vinieron a definirse en el espacio público básicamente en términos de derechos civiles y políticos. Los activistas, frecuentemente de nuevas generaciones más jóvenes, trabajando en temas de justicia socioeconómica, no enmarcaron sus demandas en un lenguaje de derechos. Ha sido sólo recientemente que, con una mayor visibilidad de las luchas relativas a los recursos en torno a los pueblos indígenas y contra los proyectos cuestionables de «desarrollo», las redes de activistas sobre derechos humanos, ambientales, de la mujer y de desarrollo de las comunidades indígenas y rurales se han acercado. 

			Finalmente, los gobiernos que reemplazaron a los regímenes represivos y sus aliados internacionales estuvieron dispuestos a seguir la ortodoxia económica de aquel momento. La justicia transicional fue visualizada como algo importante para reestablecer el estado de derecho. Pero el estado de derecho incluyó en primera plana el respeto por los derechos de propiedad y los acuerdos económicos existentes, y fue parte de un paradigma global que alineó a la democracia liberal con la apertura de los mercados y el libre flujo de capitales. Esto fue especialmente así en los noventa, y en Sudáfrica y Europa del Este, pero también ocurrió lo mismo en América Latina durante el Consenso de Washington. Bajo esas condiciones, los nuevos gobiernos fueron reacios a antagonizar a la comunidad empresarial mediante preguntas acerca de su rol en el apoyo de la represión, o demandando cualquier tipo de reparación o reformas que pudieran ahuyentar a la inversión extranjera. Las pocas iniciativas en esa dirección fracasaron ampliamente. La CVR de Sudáfrica propuso un recargo temporal o un «impuesto a la riqueza» a las empresas e industrias de ese país77, pero el gobierno en ese momento rechazó la idea. 

			3. ¿Está cambiando el panorama? Si es así, ¿por qué? 

			A partir de mediados de la primera década de este siglo comenzó a cambiar, lentamente, la reticencia a abordar las dimensiones económicas de los esfuerzos por lidiar con el pasado. En parte esto se debe a la continua fragilidad de países postconflictos/postdictaduras en los que la marginalización económica y social alimenta una violencia creciente y erosiona el entusiasmo por la reforma democrática. Las primeras esperanzas acerca de que los juicios y las comisiones de la verdad enfocados en los crímenes fundamentales y en las violaciones de derechos civiles y políticos se llevarían en democracias robustas e inclusivas han sido –sin que eso sorprenda– difíciles de ser cumplidas. Las voces críticas, incluyendo muchas de países que han implementado una o más medidas de justicia transicional, comenzaron a señalar que a pesar de la implementación de estas medidas, la vida cotidiana de la mayoría apenas había cambiado o incluso había empeorado. Al mismo tiempo, las élites que habían sido –según todos los relatos– cómplices con los perpetradores, estaban disfrutando holgadamente de los frutos del nuevo arreglo. Obviamente, faltaba algo. 

			La crítica a la justicia transicional, por ser demasiado verticalista, «de arriba para abajo», demasiado dirigida por las élites y demasiado receptiva a los donantes más que a las prioridades locales, se combinó con el aprendizaje de que las transiciones no eran generalmente un paquete nítido, de corto plazo y unidimensional, sino un asunto desordenado, impredecible y de largo plazo. Esta crítica a su vez coincidió con una que planteaba que el énfasis en los derechos civiles y políticos en la justicia transicional refleja innecesariamente el –injustificado– privilegio que esos mismos derechos reciben en el discurso de Occidente sobre los derechos humanos. 

			Existe ahora un mayor reconocimiento entre los académicos y los políticos de que la justicia es más amplia que simplemente la justicia penal, y que indagar sobre las causas del conflicto es un componente clave en la búsqueda de la verdad78. Adicionalmente, la visión actual prevaleciente insiste en que los derechos socioeconómicos deben asumir un lugar privilegiado al considerar tanto las violaciones de los derechos como su reparación, aunque la manera en que ello se debe hacer es aún incierta. 

			Ampliar la agenda de la justicia transicional a fin de considerar la violencia económica se nutre de una renovada atención hacia los DESC en tanto justiciables y necesarios, una atención que emergió con el fin de la Guerra Fría. Así, las cortes en Sudáfrica, Filipinas y otros países han resuelto que esos mismos derechos pueden ser justiciables ante un tribunal79. Tal como ya se mencionó, el Protocolo Facultativo de Naciones Unidas sobre DESC entró en vigor en 2013. El Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas ha prestado una creciente atención a los DESC, designando relatores especiales o representantes en materia de alimentos, agua, medio ambiente, vivienda, y extrema pobreza, entre otros temas ESC. 

			Junto a la atención a esos derechos existe un nuevo enfoque sobre los actores privados, especialmente las corporaciones y los bancos. El trabajo del relator especial de Naciones Unidas, John Ruggie, para crear un marco80 y guías81 sobre la materia llevó a la formación de un Grupo de Trabajo sobre Responsabilidad Corporativa en el Consejo de Derechos Humanos, y a esfuerzos por concretar planes nacionales de implementación de los principios marco. En junio de 2014, dos resoluciones del Consejo adelantaron el proceso de estudiar, y tal vez después formular, un tratado sobre corporaciones y derechos humanos. Como era de esperarse, los países sede de muchas corporaciones multinacionales no apoyan la idea, y cualquier esfuerzo de este tipo enfrenta un camino largo, difícil y complejo, pero la alternativa de un tratado está en la mesa de discusiones del Consejo por primera vez en varias décadas82. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también ha llevado a cabo audiencias sobre las obligaciones extraterritoriales de los Estados con respecto a sus empresas, con un enfoque en las actividades de las corporaciones mineras83.

			Los bancos privados más grandes han firmado los Principios del Ecuador, comprometiéndose a llevar adelante finanzas socialmente responsables, mientras que los bancos multilaterales de desarrollo han puesto en práctica salvaguardas y creado mecanismos de investigación de denuncias sobre sus préstamos84. En algunos países la legislación nacional exige que se preste atención al papel que juegan los llamados «minerales conflictivos» en el financiamiento de los conflictos. Un ejemplo es el apartado de la ley Dodd-Frank de Estados Unidos, que requiere se informe el origen de esos minerales, o el «Proceso Kimberley», que intenta restringir la venta de «diamantes de lugares en conflicto»85. Demandas por daños en Estados Unidos y en otros países han abordado la colaboración y complicidad de las corporaciones con la violación de derechos humanos fundamentales86. 

			La renovada atención hacia los actores privados viene reflejada en las iniciativas de justicia transicional. El cambio ha sido más notorio en los mandatos y los informes de algunas recientes comisiones de la verdad. La Comisión de la Verdad de Sierra Leona, por ejemplo, ubicó la «causa central de la guerra» en la «codicia, la corrupción y el nepotismo endémicos que privaron a la nación de su dignidad y que redujeron a la mayoría de la población a un estado de pobreza»87. La Comisión investigó de qué manera las acciones de las élites, incluyendo la extracción y explotación de diamantes entre otros sectores, habían sentado las bases y contribuido al conflicto. Sus recomendaciones fueron amplias, abarcando la reforma de la tenencia de la tierra, una mejor provisión de servicios básicos como educación y salud, y la lucha contra la corrupción. Sin embargo, la mayoría de las recomendaciones sobre DESC no fueron obligatorias88. La Comisión de la Verdad de Liberia también focalizó en las causas económicas profundas, denunciando «un sistema político y social arraigado fundado en el privilegio y el clientelismo […] y la corrupción endémica lo cual creó un acceso limitado a la educación, y las oportunidades de justicia, económicas y sociales», así como reconoció la centralidad de las «disputas históricas en torno a la adquisición, distribución y accesibilidad de la tierra»89. El mandato de la Comisión de la Verdad de Kenia presentó un componente similar enfocando en estructuras e ilícitos económicos. Su informe también recalcó las raíces estructurales, de marginalización económica y violación de los DESC, de los problemas políticos del país. Un capítulo sobre «Tierra y Conflicto» detalla las injusticias de adquisición de tierras, desplazamiento forzado y desalojos masivos por las autoridades coloniales y poscoloniales, las elites económicas y las compañías multinacionales. Su parte más controversial, que causó un intento del gobierno de suprimirlo, trató el problema de la expropiación de grandes extensiones de tierra por familias poderosas, entre ellas la del entonces presidente. 90 La Comisión de Verdad y Dignidad de Túnez está investigando violaciones de los DESC y en especial de los derechos laborales. Como parte de sus tareas, la Comisión debe señalar casos relacionados con el fraude electoral, la corrupción financiera y la malversación de los fondos públicos91.

			En América Latina ha empezado a ampliarse de igual modo el enfoque sobre el pasado. Argentina y Brasil son hasta ahora los ejemplos más claros. En Brasil, después de años de presiones de la sociedad civil, en mayo de 2012 se creó una Comisión de la Verdad (CNV) para investigar y esclarecer las graves violaciones de derechos humanos practicadas entre 1946 y 1988, indicando las circunstancias y la autoría. La CNV recogió 1.121 testimonios, realizó 80 audiencias y sesiones públicas en el país, y centenas de diligencias de investigación. Entregado el 10 de diciembre de 2014, el informe final contiene un capítulo dedicado a la contribución de los civiles, sobre todo empresarios, al golpe de Estado de 1964, las medidas económicas anti-trabajadores, y la represión. El informe, elaborado por una de las integrantes de la Comisión, nombra a las empresas e individuos que ayudaron a financiar, proveyeron inmuebles y apoyo, y ayudaron a crear estructuras represivas.92 Otros capítulos detallan la participación de empresarios y hacendados en la tortura, desaparición forzada y arrestos arbitrarios de trabajadores y campesinos.93 Entre las recomendaciones se encuentra la de crear una instancia de seguimiento para seguir investigando sobre el tema. 

			Argentina también empezó a plantearse el papel del sector privado en los años de dictadura. Ha habido varios casos ante los tribunales contra empresarios por su papel en la desaparición de sus trabajadores. En 2014, el Congreso Nacional aprobó un nuevo Código Civil y Comercial que declara imprescriptibles las acciones civiles que alegan crímenes de lesa humanidad, incluyendo la complicidad económica en ellos. Se aprobó en el Congreso una propuesta de ley de crear una Comisión Nacional de la Verdad sobre Complicidad Económica a nivel nacional, y una iniciativa similar en la Provincia de Río Negro. El Banco Central y la Comisión Nacional de Seguros contaban con unidades de derechos humanos que investigan sobre el rol de los actores financieros durante la dictadura94 pero el gobierno de Mauricio Macri las desmanteló. 

			Además del trabajo de las comisiones de la verdad, ha habido iniciativas de extender las investigaciones criminales a los financistas de la represión y los compradores de minerales en conflicto. Diversos factores contribuyen a aumentar ahora la predisposición de mirar más allá de un limitado grupo de agentes estatales como perpetradores. Primero, el mismo éxito en algunos (pero no en todos) los países, en superar los obstáculos y llevar a juicio a las fuerzas militares y de seguridad, ha probado que la democracia puede convivir con esos juicios, que el cielo no se cae, que los militares no llevarán a cabo un nuevo golpe de Estado, o que la economía no se desintegrará si se dirimen responsabilidades individuales. Esa confianza permite pensar en establecer una historia más rica y completa acerca de lo que ocurrió durante los años de represión y conflicto armado, una que incluya el rol de los actores tales como la iglesia o la élite económica. 

			Segundo, en muchas sociedades se empezó a vislumbrar con mayor claridad la estrecha relación entre las limitaciones al proyecto democrático y el poder corrosivo de la corrupción, el lavado de dinero y el crimen organizado. Por ejemplo, una comisión del Congreso de Estados Unidos encontró, casi al azar, que un banco privado (Riggs National Bank) había estado facilitando la apertura de cuentas secretas en el Caribe de la familia Pinochet (además de las del dictador de la Guinea Ecuatorial) y que esas cuentas no tenían explicación lícita. Con esa información se les sugirió a los dueños del Banco que la falta de declarar estas cuentas era también un delito bajo la legislación española, y para evitar sanciones, el Banco Riggs terminó pagando varios millones de dólares a las víctimas de la dictadura95. Se empezó a investigar los negocios de armamento, la evasión de impuestos, y otros delitos financieros, y esas investigaciones terminaron minando la imagen del ex dictador en grandes segmentos de la población. Según un estudio de la Universidad de Chile, el patrimonio del ex comandante en jefe del Ejército ascendería a US$ 21 millones, de los cuales US$17,8 millones no tendrían justificación. Las investigaciones resultaron en un procedimiento penal y decomiso civil que dejó constancia de la envergadura de los desfalcos y de la complicidad de la familia de Pinochet en los negocios ilícitos del general96. En 2015 el presidente, la vicepresidenta y varios ministros de Estado fueron encarcelados en Guatemala por haber utilizado al Estado como un botín privado, en cooperación con redes de narcotraficantes y empresarios97. En México, Ucrania y otros países, se empieza a ver cómo los partidos políticos y el Estado mismo dependen de una estrecha relación con el flujo de capitales legales e ilegales98. En toda América Latina, al momento de escribir estas líneas, el escándalo de corrupción de la constructora Odebrecht hace tambalear a varios gobiernos99. Es imposible hablar de este tipo de captura y readecuación del Estado sin investigar los lazos entre los funcionarios, grupos e individuos privados y la violación de los derechos –a la salud, a la educación, y a un sistema de justicia funcional. 

			Por último, la distancia entre los grupos que se dedican a buscar justicia por los crímenes del pasado, por un lado, y los que están involucrados en las actuales luchas por la justicia social y económica, por el otro, se ha reducido. Ambos grupos encuentran ahora que sus agendas están interrelacionadas, que el fracaso de la justicia por los crímenes del pasado crea las condiciones para la continuidad de la impunidad, la criminalización de la protesta social, los malos tratos y violencia contra los que protestan, y la consolidación de las profundas desigualdades. Así, por ejemplo, muchas de las disputas en torno al control de los recursos naturales, la minería, las hidroeléctricas y la explotación de petróleo, la protección de pueblos indígenas y de comunidades rurales y similares, generan una agenda conjunta entre los que luchan por los derechos humanos, el medio ambiente y de desarrollo comunitario. Esta convergencia, a su vez, crea nuevas coaliciones en la sociedad civil en torno a una narrativa más amplia del pasado, una que explora las raíces de las luchas presentes en la falta de una adecuada confrontación del pasado. Esto también refleja un traslado de la antorcha a una nueva generación que no carga con las derrotas del pasado y es consciente de la creciente desigualdad y empobrecimiento de numerosas sociedades globalizadas del presente.

			4. Conclusiones

			El tiempo ha llegado para avanzar en el conocimiento de los soportes financieros, las políticas económicas, y los préstamos onerosos y ayudas extranjeras que hicieron posibles las graves violaciones de los derechos humanos en Chile. El esfuerzo chileno por hacerlo se enmarca dentro de una lucha continental y global contra los arquitectos y artífices que están detrás de la represión, los despojos y la violación de los derechos humanos –entendido como todos los derechos humanos. 

			Con investigar a fondo y discutir ampliamente, Chile podrá no sólo terminar de develar aspectos del periodo de dictadura todavía no explorados, sino también ampliar y profundizar las medidas de no-repetición necesarias para la construcción de un país más justo.
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